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        Prólogo


        Nada más tristemente cierto en el México de hoy que “la guerra es la política por otros medios”, como sentenció hace doscientos años el mariscal prusiano Karl von Clausewitz. Temeroso de la eventual confluencia del movimiento encabezado por Andrés Manuel López Obrador con los brotes de descontento social del año 2006 (Lázaro Cárdenas, Pasta de Conchos, Atenco y Oaxaca), el gobierno neoconservador emprendió una guerra para enfrentar lo que en su momento llamó “el México del caos”. El enemigo declarado era el crimen organizado, pero uno de los objetivos prioritarios implícitos era poner orden en lssas clases subalternas, desarmar la resistencia a la modernización entendida exclusivamente como la promoción del interés privado. Durante todo su mandato, el segundo presidente panista trataría de romper cualquier agregado colectivo que obstacu­lizara este proyecto y, cada vez que lo juzgó necesario, empleó la fuerza (no siempre legítima) del Estado.


        Invariablemente la guerra fue una condición para la conformación de los Estados modernos y con frecuencia acompañó el final de los regímenes políticos, como actualmente ocurre en el mundo árabe. México, que apuntaba hacia otra ruta con la alternancia política (en realidad una transición democrática trunca que dejó intocado al régimen), no está tan lejos como quisiéramos de esa tendencia. Cabe recordar que el Estado revolucionario se fraguó en una guerra civil, que los modernizadores norteños acabaron con los líderes de las facciones derrotadas (Zapata, Villa), que ajustaron cuentas entre ellos (Obregón con Carranza) y reprimieron también los conatos rupturistas dentro de sus filas (De la Huerta, Escobar, Vasconcelos); que el disenso dentro de la familia revolucionaria fue silenciado (Henríquez Guzmán), la oposición de izquierda condenada a la clandestinidad en varios períodos (los comunistas), encarcelada (Vallejo, Campa) o liquidada (Jaramillo), y la protesta juvenil cruentamente reprimida por el ejército en la Plaza de las Tres Culturas.


        A estas víctimas de la violencia estatal se suman los desaparecidos de la guerra sucia durante las décadas de los setenta y ochenta, las tres centenas de perredistas muertos durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, las masacres de Aguas Blancas y Acteal en el mandato presidencial de Ernesto Zedillo, los asesinatos y violaciones masivas de derechos humanos en Atenco y Oaxaca durante el de Vicente Fox. Para cerrar este ciclo sombrío, Felipe Calderón impuso a la sociedad, sin consultar más que a su conciencia, lo que llamaremos en este volumen un estado de guerra, esto es, el último coletazo del Estado autoritario construido en el siglo pasado justamente a partir de la fuerza.


        Los conceptos de “estado de naturaleza” y “orden civil” o “jurídico”, establecen un contraste fundamental entre la ausencia de reglas (anomia) y la instauración de un sistema de normas para regular la convivencia civilizada. Teóricamente concebidos, éstos no son “momentos” que puedan ser registrados como tales en la realidad histórica de las comunidades. Estado de naturaleza y orden civil son referencias: a aquello que se pretende superar, en el primer caso, a aquello a lo que se aspira, en el segundo. Junto con ellos, el concepto de “estado de guerra” nos parece adecuado para adentrarnos en la situación actual del país.


        A falta de un poder público operante, emergen al primer plano las viejas corporaciones (Iglesia, ejército, comunidades) y los nuevos poderes fácticos (organizaciones criminales, televisión, monopolios), ahora en calidad de actores públicos, no de actores privados como señala el dictum liberal. Ocupan entonces un espacio que no les corresponde y, haciéndolo, usurpan la representación de la sociedad en su conjunto, siendo que, cuando mucho, expresan intereses privados. Para efectos prácticos, remplazan al Estado. Es un hecho que éste no controla aceptablemente lo que se supone debería controlar: el territorio, las fronteras, el tránsito de personas y el pago de derechos para hacer funcionar un negocio o simplemente para poder trabajar. Tampoco garantiza a los ciudadanos su seguridad, sea porque tienen que protegerse por su cuenta, sea porque deben organizar brigadas para vigilar la entrada y salida de las comunidades (Cherán, Urapicho, Caltzontzin, La Ruana, Buenavista Tomatlán, Olinalá, Tixtla, Ayutla de los Libres). Y la violencia, producto del combate a la delincuencia organizada, ya no es la excepción, sino que está presente en el día a día de miles de mexicanos y de los infortunados centroamericanos que exponen su integridad física en La Bestia.


        Se trata de una situación anómala y peligrosa para la consolidación de la débil democracia mexicana, en la cual desafortunadamente el propio Estado ha hecho su parte para dar lugar a la aterradora situación en la que vivimos. Sin descargar a los grupos delincuenciales de su inmensa responsabilidad en la violencia salvaje e incontrolada, no hay duda que ésta ha sido provocada en buena medida por la estrategia con la cual se les combate. Pero el problema no se agota allí: el estado de guerra es un estadio más de la violencia endémica que padece la sociedad, en particular los subalternos, frecuentemente desencadenada desde el poder estatal, sea por su acción directa y la desatención de sus obligaciones elementales o por la colusión de los servidores públicos y los órganos de seguridad con el crimen en cualquiera de sus formas y escalas, proceso que detonó con el combate a las guerrillas. Este desapego hacia las necesidades más apremiantes de una parte importante de la población y, al mismo tiempo, la estrategia desarrollada para aplacar los brotes de insurgencia social deben verse también como violencia y no únicamente la que proviene de las ráfagas de los AK40 de los pistoleros.


        Aunada a las omisiones del Estado en lo que toca al compromiso contractual con los ciudadanos, está la respuesta desmedida e irresponsable, incluso ilegítima, por medio de una guerra de la cual no son explícitos los objetivos reales y, por tanto, ignoramos cuándo terminará, así como el itinerario de retirada del ejército a sus cuarteles. Ahora bien, para emprender una guerra es indispensable identificar plenamente al enemigo a quien se va a combatir. Esto no es tan sencillo dada la considerable magnitud de la penetración del crimen en los tres poderes del Estado, los tres niveles de gobierno, las fuerzas de seguridad, la economía y algunos segmentos de la población urbana, como han evidenciado los narcobloqueos en algunas capitales estatales. Los ejércitos de sicarios están compuestos por jóvenes que han encontrado la movilidad social ascendente por la vía criminal, y no a través de un trabajo decorosamente remunerado o del estudio: una deuda más con la sociedad de quien prometió en la campaña de 2006 ser “el presidente del empleo”.


        Nos hemos auxiliado también de la noción de “guerra justa” para intentar caracterizar la respuesta del anterior jefe del Ejecutivo al problema del narcotráfico y sus secuelas. A primera vista parece difícil explicar cómo la cabeza de un gobierno que se preciaba de humanista y democrático, además de católico practicante, hombre de familia y defensor de los valores más tradicionales, pudo elegir el camino de la militarización para combatir el crimen, produciendo una sangría de ochenta mil muertes al día de hoy, más las incontables víctimas asociadas con éstas, y colocar en segundo plano el dolor de cientos de familias que ni siquiera han podido recuperar los restos de sus consanguíneos. En realidad, lejos de ser incomprensible, su despropósito es del todo racional bajo la lógica de combatir a un enemigo que representa la parte oscura que nadie quiere mirar ni comprender. En efecto, para el candidato de “las manos limpias”, combatir al narcotráfico fue enfrentar al Mal mismo: es una causa justa y, por ende, el infierno en que se ha convertido la vida de cientos de miles de personas se justifica en razón de ese fin supremo. Actuar conforme a este postulado es propio de mentes retardatarias; no extraña que esta doctrina, que se atribuye a san Agustín, haya sido la postura oficial de la Iglesia católica durante siglos.


        La guerra de Calderón, contra lo que él mismo podría pensar, no satisfizo los otros principios de la doctrina de la guerra justa: último recurso, autoridad competente y, sobre todo, proporcionalidad entre fines y medios, así como discriminación entre “combatientes” y “no combatientes”. Para que una guerra sea justa, en efecto, no basta tener una causa legítima (como combatir al que provoca el mal, el daño, la lesión), sino cumplir con reglas de contención que pretenden evitar el sufrimiento innecesario: las llamadas “leyes de la guerra”. Desde donde se vea, la cruzada emprendida durante su mandato no pareció cumplirlas. Nuestro objetivo, sin embargo, no es evaluar en estos términos la estrategia militar del “líder de los pacíficos”, amarga ironía del nombre con que se hizo llamar hace ocho años, sino proponer que bajo esta perspectiva adquiere sentido y se hace comprensible la temeraria decisión de adoptarla.


        Abundan los ejemplos históricos en que la “moralización” de la guerra permite allanar el camino para cometer todo tipo de excesos dejando de lado la normatividad vigente, y no sólo la interna, sino la de carácter internacional. La guerra justa contra los cárteles de la droga tiene grandes semejanzas con otras guerras “defensivas” igualmente cuestionables, como la de la administración de George W. Bush contra el “eje del terror”. Y lo son porque la justicia que proclaman está más allá del derecho. A este respecto, la gesta militar del presidente panista exacerbó otras violencias latentes y menos visibles del entramado mexicano: la de la delincuencia común y la dirigida contra los líderes sociales, periodistas y defensores de los derechos humanos.


        Una revisión cuidadosa de estos casos arroja mucha incertidumbre con respecto a la marcha de la transición mexicana. Si es muy difícil que la democracia germine en una desigualdad social tan extrema como la nuestra (baste ver el caso de las tarjetas Monex en la elección federal de 2012), sus condiciones de posibilidad menguan todavía más al cercenarse el derecho a la información asesinando a periodistas, cifra en la que vergonzosamente puntea el país a escala continental. Y peor todavía si el principal agresor es el Estado mismo. Esto es propio de dictaduras, y el gobierno mexicano no sólo se ufana de no serlo, sino que acostumbra denunciar los excesos en otras latitudes. Otro tanto ocurre con los defensores de los derechos humanos, por lo general familiares de las víctimas de la guerra, a quienes, por decir lo menos, se les ha dejado a merced de sus agresores.


        La liquidación de los activistas sociales es más que preocupante porque evidencia el propósito de descabezar la resistencia de grupos y comunidades ante la creciente privatización de los bienes nacionales o el despojo de la propiedad de pueblos y ejidos. Como veremos hacia el final del volumen, frecuentemente los criminales y otras tantas veces los policías son la punta de lanza de las empresas (el caso de las mineras canadienses es ilustrativo al respecto) para apropiarse de los bosques, el agua y la tierra. Al igual que un boomerang, esto se vuelve en contra del orden civil y la gobernabilidad democrática, porque al mutilar los liderazgos la sociedad se desorganiza, multiplicándose la violencia. Como en otro tiempo, esta modernización salvaje llevada a cabo sin mediar reglas y obviando cualquier escrúpulo, constituye una de las principales amenazas para la paz social. Éste es uno de los costos mayores de la guerra, porque creció en estos años y quedó oculto en el montón de cadáveres que forman parte del siniestro registro cotidiano. Hoy más que nunca hacer el recuento de los daños es una obligación.


        La Universidad Autónoma Metropolitana y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (proyecto de investigación básica 150714) nos brindaron las condiciones indispensables para elaborar este libro, mientras Guillén Torres Sepúlveda y Esteban Illades nos facilitaron materiales fundamentales para su elaboración. No está de más señalar que la responsabilidad sobre lo aquí escrito es enteramente nuestra.


        Chapultepec, junio de 2014

    


    
        1. La guerra interna


        Las guerras internas plantean preguntas e inquietudes que ameritan recurrir a algunas categorías provenientes de la filosofía política, para así fundamentar la discusión y hacer una valoración de éstas. En particular, resulta central la noción de “orden” o “estado de derecho” (en contraste con “estado de naturaleza”) como base del Estado y de su uso legítimo de la fuerza, conceptos acuñados en la modernidad. Intentaremos pues, a partir de éste y otros, formular las características de la guerra interna, una clase de conflicto que hasta la primera mitad del siglo pasado se distinguía de la guerra entre Estados soberanos y que hoy, debido a la complejidad que ha adquirido, parece retar a nuestras categorías y convenciones pues responde menos a la separación tradicional interno/externo.1 Empezaremos repasando los conceptos centrales de la filosofía política que nos permiten acercarnos desde esta disciplina al fenómeno de la guerra interna y en la segunda parte del capítulo intentaremos sustanciar esos conceptos aludiendo a casos paradigmáticos de lo que hoy ocurre.


        La guerra en el Estado moderno


        La noción de guerra sólo es plenamente aprehensible a partir de la noción de “orden jurídico”. Noción surgida en la modernidad, concibe al Estado como el producto de un pacto social. A partir de esta idea, los filósofos contractualistas de los siglos XVII y XVIII le dieron vida y fortalecieron el hasta ahora inamovible paradigma liberal occidental, cuyo fundamento es el orden, esto es, un espacio político y jurídico bien acotado fuera del cual persiste, en diferentes grados y modalidades lo no-ordenado, el estado de naturaleza cuya violencia puede desbordarse en cualquier momento.


        Uno de esos peligros inminentes es la agresión que viene de fuera. Acerca de la guerra entre los Estados (los poderosos leviatanes), Hobbes (junto con Grocio y otros grandes teóricos del Estado y de las relaciones internacionales) se pronunció, aunque sin conferirle la misma importancia que al conflicto interno. Vale la pena sacar a la luz la razón de ello porque resulta iluminadora para nuestros propósitos: Hobbes agudamente se percató de que la guerra intramuros es el peligro más grande al que puede estar sometida una comunidad o un Estado. Sin duda, la guerra interestatal es peligrosa y puede acarrear incontables males al interior de las naciones. Pero, realista al fin, el autor del Leviatán consideraba que la guerra entre naciones es la situación “natural” en la que coexisten los entes políticos y el lugar propicio para mostrarse en cuanto a su fuerza y poderío. Por el contrario, la guerra intramuros es síntoma inequívoco de un Estado débil e incapaz: “La anarquía internacional puede aún dejarnos con un gobierno nacional fuerte que proteja nuestros intereses. La anarquía nacional es dañina porque nos afecta directa y adversamente”.2


        De Hobbes nos separan, además de cuatro siglos, dos historias muy diferentes, por no decir inconmensurables. Intentar establecer paralelos entre la realidad inglesa del siglo XVII y la mexicana (o latinoamericana) del siglo XXI parece descabellado y, desde luego, no es nuestra intención. No obstante, hay algo en lo que Hobbes y los habitantes de algunas de las naciones azotadas por conflictos internos tan o más sangrientos que las guerras civiles somos cercanos: el miedo al caos absoluto, la vuelta al estado de naturaleza. La guerra civil, que en distintas etapas hizo nacer el parlamento inglés y de la cual, en gran medida, surgió la nación moderna, horrorizó a Hobbes por la cuota de violencia y odio entre las partes enfrentadas.


        Qué tanto influyó en el desarrollo de su teoría política la experiencia de los convulsionados tiempos que le tocó vivir es algo que sigue siendo tema de discusión entre los estudiosos. Empero, lo que está fuera de toda duda es que Hobbes, como ningún otro autor de su tiempo, captó el enorme riesgo que corre una comunidad cuando el poder deja de estar en manos de la institución encargada de procurar seguridad y pasa a las manos de los grupos e individuos particulares; esto es, el riesgo de caer en el estado de naturaleza, sea por una guerra civil o bien, como en el caso de Colombia, por una guerra de guerrillas y, en el del México de hoy, por una guerra interna propiciada a partir del reto del crimen organizado al Estado y la tardía e ineficaz respuesta de este último.


        Más allá de que nos resulte convincente la teoría contractualista del origen del Estado y de que coincidamos con Hobbes en el ingente poder que debe conferirse a éste, interesa sobre todo rescatar su intuición acerca del peligro que representa para una comunidad el posible retorno al estado de naturaleza que, a diferencia, del orden jurídico, se caracteriza por ser una “guerra de todos contra todos”, guerra que nunca se supera totalmente pero que puede ser regulada y acotada. En efecto, el orden civil es el medio más racional para salir de esa “condición de guerra… consecuencia necesaria de las pasiones naturales de los hombres”;3 con la creación del Estado, la comunidad se transforma radicalmente: no sólo el estado de naturaleza cede su lugar al orden civil, sino que la multitud deja de ser una masa informe para convertirse en pueblo. Pero nada garantiza que la violencia y el caos no puedan volver cuando las instituciones sufren una retracción importante.


        De inicio, aquello que lleva a los individuos a pactar para darse leyes y reglas de convivencia que regulen el inevitable conflicto que siempre habrá de darse en los grupos humanos es, según Hobbes, el miedo a una muerte violenta. Cuando lo que impera es el estado de naturaleza –esa “conjetura”, como lo llamó Adam Ferguson en Un ensayo sobre la sociedad civil (1767), de carácter meramente metodológico, no histórico–, los hombres y mujeres viven sometidos a sus propias normas. Lo que equivale a decir que no están sometidos a ninguna ley, sino al arbitrio individual y a la suerte. En condiciones tan precarias, la fortaleza física no garantiza la supervivencia: incluso los más fuertes tienen momentos en que deben dormir y es ahí cuando un enemigo más débil puede tomar ventaja y asestar el ­primer golpe. Nadie puede ser un vigilante perpetuo de las acciones e intenciones de los otros; nadie, salvo el Estado mismo.


        La seguridad que brinda un orden civil no depende exclusivamente de la fuerza física, sino de la fortaleza de las instituciones, una frase que no por ser un cliché carece de validez. Y ésta se consigue a través de legislar buenas leyes, esto es, justas. Desde luego, para todos los teóricos modernos del Estado era muy claro que la ley más justa no garantiza su obediencia y que, por lo tanto, había que recurrir a la fuerza física en los casos de incumplimiento. La fuerza física del Estado, es decir, las policías y las fuerzas armadas (el ejército), es el último recurso para establecer el orden civil y jurídico de una comunidad. No se puede prescindir totalmente de la coacción física del Estado, y menos aún de la fuerza de las leyes (algo que Maquiavelo entendió a la perfección). En el origen mismo de la idea de Estado se le vincula con la fuerza, pero legítima, porque es el que vela por el mantenimiento del orden jurídico. La sentencia de Weber en el sentido de que el Estado es el portador exclusivo de la violencia legítima no hace sino recuperar esta convicción de la modernidad temprana.


        Desde luego, una pieza fundamental de cómo se vinculan el miedo, la protección, la fuerza física, el orden, la ley y demás elementos de la vida política de una comunidad es qué se entiende por seguridad. Con acierto, Hobbes afirma que por seguridad no se entiende aquí “una simple conservación de la vida, sino también de todas las excelencias que el hombre puede adquirir para sí mismo por medio de una actividad legal, sin peligro ni daño para el Estado”. De donde se sigue sin demasiadas dificultades esta conclusión: si un Estado no cumple con la meta de hacer posibles las condiciones bajo las cuales la población pueda adquirir –en grados razonablemente diversos– “las excelencias para sí mismo” a través de actividades legales, está dándole razones a los ciudadanos para que incumplan el pacto social y, con ello, se pone en el mayor riesgo al orden civil/jurídico. Al igual que un organismo vivo, el Estado puede debilitarse y llegar a su práctica desintegración. Un Estado mengua por varias razones; algunas de ellas tienen que ver o bien con la falta de energía (de poder) o bien con el exceso de poder en una de las instancias de gobierno, lo que lleva a la fragmentación del poder mismo. Esto conduce muchas veces al surgimiento de “comunidades morales” al margen de la ley, que devienen en “centros de todos los modos de actividades relacionales ilegales, cuyas esferas de circulación alcanzan todo el cuerpo social y con frecuencia también a sociedades exteriores […] las nombramos mediante denominaciones tales como ‘barrios’, ‘dominios de los señores de la droga’, ‘villas miseria’ y ‘feudos de los señores de la guerra’”.4


        Guerra interna y guerra civil


        Hemos partido de considerar al orden social como el producto de la consolidación del Estado. Ese orden es lo que, en su versión original se llama “sociedad civil”, o lo que es lo mismo, una “sociedad de derecho y comunidad política; un orden pacífico basado en el consentimiento implícito o explícito de los individuos, una zona de ‘civilidad’”.5 Sólo tomando como telón de fondo la idea de “orden”, puede aprehenderse la noción de “guerra”, una noción eminentemente política que aún conserva muchos de sus elementos originales a pesar de las enormes transformaciones del propio fenómeno histórico en los últimos doscientos años. Nuevamente recurrimos a Hobbes, quien ofrece una definición que podemos considerar clásica: “la guerra no consiste solamente en batallar, en el acto de luchar, sino que se da durante el lapso de tiempo en que la voluntad de luchar se manifieste de modo suficiente”, de esta manera, la naturaleza de la guerra consiste “no ya en la lucha actual, sino en la disposición manifiesta a ella durante todo el tiempo en que no hay seguridad de lo contrario”.6


        Destacamos del texto dos ideas: la voluntad de luchar y la necesidad de seguridad. Éstas son las dos caras de una misma moneda: la guerra es disposición a luchar, al enfrentamiento, a la violencia; la segunda, a la que ya nos hemos referido, es el mecanismo para evitarla o reducir el peligro de su emergencia. De los dos componentes, el primero se refiere al carácter disposicional a la lucha –por parte de los hombres y mujeres agrupados en una comunidad– que nunca desaparece. Consecuentemente, el principal mecanismo para equilibrar esta condición de guerra –según una visión moderna y liberal del Estado– es la garantía de seguridad. En ausencia de ésta, los individuos recurren al derecho (fundamental y, por ende, incuestionable) de hacerse de cualquier recurso para garantizar su subsistencia lo que, eventualmente, abona el terreno del estado de guerra interna.


        La definición hobbesiana se aplica a todo tipo de guerra (interna o externa), pero es muy útil para el caso de la guerra interna porque ahí se perciben claramente estos dos aspectos. De una parte, tenemos que aun consolidada la sociedad civil como un orden pacífico y civilizado que se fundamenta en el consentimiento de los miembros de la comunidad, el peligro de volver al estado de naturaleza está siempre latente; y el otro aspecto importante se refiere a que los miembros de esa comunidad lo que anhelan por encima de cualquier cosa es la seguridad que sólo el Estado puede garantizarles.


        Ahora bien, la guerra interna se caracteriza por ser un conflicto en el cual se ha pasado de esa condición disposicional a una forma de violencia activa que no se manifiesta en eventos aislados (los propios de toda comunidad política), sino que se da como una situación de violencia desbordada, permanente y difícil de revertir. Es necesario además reconocer varios tipos de guerra interna; no toda guerra interna es una guerra civil, y esto es importante señalarlo. Hagamos pues el intento de diferenciar la guerra civil de otras, tanto o más cruentas que ella.


        Una definición tentativa de “guerra civil” es la siguiente: una situación en la que “dos o más organizaciones militares distintas, una de ellas al menos relacionada con el gobierno anterior, combaten entre sí por el control de los principales medios gubernamentales dentro de un único régimen”. Ante esta fragmentación del Estado podría desencadenarse una revolución, lo que suele acontecer cuando “el Estado ha perdido la capacidad para mantener sus funciones básicas y cuando al menos dos contendientes luchan por ganar el control”.7 Por su parte, la guerra interna –no civil– es el estado de violencia generalizada producido por un “enemigo interno” que amenaza la estabilidad del Estado, pero que, en principio, no pretende hacerse con el poder político, sino incrustarse en el sistema, dentro del cual se reproduce. La guerra civil tiene un componente ideológico fundamental, sea político o religioso (o ambos); en cambio, las motivaciones de los que personifican una guerra interna pueden ser ideológicas (políticas) –como en el caso de la guerrilla– o de otro tipo, como en el caso de la guerra entre el Estado y el crimen organizado. En este último, la motivación principal es la defensa de intereses particulares de índole económica, como la violencia desatada por las mafias o la llamada “narcoguerra”. Desde luego, hay varias combinaciones posibles, como ha mostrado la historia reciente en algunos países de Europa del Este y de América Latina.


        Este primer acercamiento al análisis y posible diferenciación entre la guerra civil y otros tipos de guerra interna nos permite dar un segundo paso hacia una revisión más detallada que nos revele las particularidades de cada una y proporcione criterios más o menos seguros para distinguirlas.


        Quizá habría que empezar por preguntarse sobre las causas de las guerras internas, dado que la vuelta al estado de naturaleza es el peligro más serio una vez que se ha conformado el orden civil. Éstas pueden ser de muy diversa índole. Sería imposible señalar todos los posibles detonantes; cada situación y contexto presenta componentes singulares. De cualquier manera, podemos intentar adelantar alguna hipótesis general.


        Hemos dicho que las guerras civiles –por el momento hablaremos sólo de éstas– se presentan cuando el Estado se fractura y lo que hay, entonces, son fracciones de éste (“proto-Estados”) dispu­tándose el poder y el control político. Comentando las guerras civiles que ocurrieron en Europa en la primera mitad del siglo XX, en particular las que se dieron en Finlandia, España y Grecia, Julián Casanova apunta que, “más allá de las etiquetas emocionales, esas guerras civiles no fueron simplemente el resultado de la rivalidad político militar entre dos facciones contendientes”. En estos y otros casos se trató también de cómo “organizar el Estado y la sociedad en años turbulentos”. Pero, sobre todo, lo que había era “una crisis social, con rasgos manifiestos de lucha de clases, integración nacional y, en el caso español, importantes divisiones religiosas”.8


        De manera que la fractura se debe también a la agudización del conflicto acerca de cómo organizar el Estado mismo, por qué principios políticos e ideológicos deben regirse la política, la economía y la sociedad en su conjunto. La ruptura del orden social es el momento de crisis y revela las diferentes posturas de los actores políticos; posturas ya existentes antes de aquél, pero ahora cada una busca someter y dominar a la otra.


        Tanto en los tres casos estudiados por Casanova como en cualquiera que eligiéramos de la historia moderna y contemporánea, está presente el conflicto ideológico –de carácter irreconciliable– que adopta los más variados nombres: republicanos versus monárquicos; blancos contra rojos; demócratas frente a fascistas, etcétera, aunque éstos, en realidad, son irrelevantes, tan sólo “etiquetas emocionales”. Si a esto se agrega el elemento religioso, las diferencias adquieren un carácter aún más radical. El elemento de clase está también presente y debe destacarse que no es infrecuente que las guerras civiles sean la secuela de la crisis de un Estado en los momentos de transición. Frágiles e inestables de suyo, esas coyunturas políticas presentan condiciones propicias para intentar hacerse con el poder político e implantar un nuevo régimen.


        Ahora bien, la guerra civil es la secuela del momento de ruptura, lo que sigue a éste y, como todo proceso político y militar, puede alargarse o bien verificarse en diferentes etapas. El carácter irreconciliable de las diferencias ideológicas entre las partes enfrentadas en esa lucha feroz hace que se haya adoptado el término “guerra” para calificarla. Es una aplicación no carente de lógica, tanto si recurrimos nuevamente a un clásico como Hobbes, como si empleamos su significado más usual, el cual designa el enfrentamiento entre dos voluntades (siguiendo al clásico clausewitziano, De la guerra), dos entes políticos diferentes, dos naciones, dos Estados. Pero, por otra parte, es ambiguo si pensamos en que la guerra civil es una guerra no sancionada por ninguna instancia superior, a diferencia de la guerra interestatal. En la guerra civil, cada fracción se ostenta como el poder único y, como tal, posee su propia estructura política y hasta su ejército; las leyes de la guerra no son otras que las que las partes enfrentadas imponen. Lo importante, en todo caso, es que se reconocen mutuamente como enemigos, como iguales en la contienda. Sólo en las últimas décadas se ha abierto el debate sobre la justificación jurídica y moral de intervenir militarmente en otros países cuando las guerras civiles derivan en matanzas masivas e incluso genocidios, las llamadas “guerras humanitarias”.9


        Veíamos entonces que la naturaleza ideológica del conflicto es un criterio útil para determinar los tipos de guerra interna. En cierto sentido, todo conflicto en el interior del Estado tiene un carácter político, porque eso es lo que define nuestro vínculo, en tanto individuos (o grupos), con las instituciones. Pero esto no significa que todo conflicto posea motivaciones políticas o ideológicas de cierto cuño. Casos en los cuales el elemento ideológico/político es sustancial al conflicto son, como ya se dijo, las guerras civiles, las rebeliones, las insurrecciones populares, los movimientos armados y las revoluciones. En cambio, algunos tipos de guerra interna se distinguen de todas éstas por la ausencia de una motivación política definida; su interés es meramente económico. El ejemplo paradigmático es la guerra entre las mafias del crimen organizado y el Estado; entre éstas, la narcoguerra ocupa un lugar sobresaliente.


        De las que forman parte del primer grupo, junto con la guerra civil, hay un tipo de lucha armada que también merece ser incluido en el rubro de “guerra interna”, pero que posee características peculiares muy distintas de las guerras criminales (si bien en algunos casos, como el de las FARC en Colombia han mantenido nexos con éstas); nos referimos a la guerra de guerrillas. Este tipo de conflicto armado, al igual que la guerra civil, tiene su origen en la agudización de los conflictos sociales, étnicos o culturales, principalmente, pero, en principio, lo que persigue es el cumplimiento de demandas populares articuladas sobre todo alrededor de la justicia social, aunque, eventualmente, se plantea la toma del poder político. La guerrilla es, de acuerdo con los clásicos, más un recurso militar de los grupos opositores a un régimen (frecuentemente autocrático) para socavar el poder existente y contribuir a la transformación del statu quo, que un objetivo en sí misma, y constituye tan sólo una parte de la estrategia revolucionaria. Lenin reconoció la importancia de esta forma de lucha que, junto con las huelgas y la acción directa, habría de colaborar en el derrocamiento del zarismo.10


        Es una característica de la guerra de guerrillas cierta ambigüedad en cuanto a la definición de su lucha. De una parte, los fines que persigue son de tipo social, es decir, la reivindicación de derechos y, con éstos, la transformación de las condiciones prevalecientes; no busca necesariamente hacerse del poder político, pues considera que iría en desdoro de la naturaleza genuina de su lucha (recordemos el rechazo del Ejército Zapatista de Liberación Nacional a participar en la vida política institucional no obstante el “referéndum” planteado por el propio movimiento rebelde en 1995). Sin embargo, como toda forma de conflicto (y de guerra), ésta tiene un carácter eminentemente político por lo que, tarde o temprano, estos grupos se ven en la necesidad de intervenir en “la” política, ya sea para empujar sus demandas, negociar, o bien para reafirmar su decisión de no someterse al statu quo.


        A las guerrillas latinoamericanas se les relaciona casi siempre con la izquierda, cuando este vínculo es meramente contingente, al menos si las colocamos en una perspectiva de larga duración, pues se remontan a las guerras de independencia o, incluso, a las rebeliones populares del período colonial. En el subcontinente, la guerra de guerrillas ha tomado la forma, casi siempre, de una guerra de baja intensidad, con eventuales repuntes, que se prolonga por un tiempo indefinido, además de ser el brazo armado de partidos políticos no reconocidos por el régimen en turno, o bien de movimientos sociales que optan por esos medios para combatir la injusticia, la desigualdad y la marginación. Un ejemplo cercano es el de los numerosos grupos guerrilleros que desde los años sesenta han tenido presencia en diferentes zonas del territorio mexicano. Y, en la historia reciente, el encarnado por el EZLN, que desde su primera aparición la madrugada del 1 de enero de 1994, mostró como objetivo principal la transformación de las condiciones de injusticia y marginación prevalecientes desde tiempos inmemoriales, más que la toma del poder, como pudo constatarse en los meses y años posteriores.


        Algo completamente diferente sucede con las nuevas guerras internas producidas por el combate al crimen organizado. Éstas no tienen como propósito reivindicaciones sociales, ni políticas. Tampoco, en principio, buscan gobernar, sino, en una lógica empresarial, poner el poder del Estado a su servicio; aunque, como ha ocurrido en México con los Zetas y los cárteles que se han pulverizado, han implantado impuestos informales como el “cobro de piso”.11 Aquéllos, incluso, han sometido a los demás criminales de tal manera que figuran entre sus tributarios, con lo que lograron expandir su presencia a 405 municipios de México y Centroamérica, esto es, convertirse en el cártel mexicano con mayor dominio territorial.12


        Más aún, la violencia asociada a los grupos criminales es el resultado de la operación de éstos –comercio ilegal que siempre requiere de grupos armados que vigilen la compra-venta y distribución de la mercancía, diriman el conflicto entre distintas mafias o cárteles, etcétera– y la previsible reacción del Estado; esto es, la violencia es el vehículo o medio para conseguir sus fines cuando encuentran alguna resistencia, pero su meta no es acabar con aquél del cual, en gran medida, se benefician. Por ello no es extraño que en algunas ocasiones los grupos delictivos quieran pactar con el Estado para frenar la guerra, deshacerse de algunos de sus miembros y continuar sus negocios en un clima más propicio.


        Este último punto nos da pie para mencionar otro criterio importante: en la guerra civil, el conflicto es más proclive a generalizarse, tanto territorial, como institucionalmente. En la medida en que se tiene un Estado fragmentado, éste no puede seguir funcionando con normalidad, ni puede garantizar que no se propague la violencia. La experiencia indica que en la mayoría de las guerras civiles esa fragmentación da lugar a dos Estados con sus respectivas instancias y ejércitos que, en la propia lógica de la guerra civil, son mutuamente excluyentes. Uno terminará por derrotar al otro. En el caso de las guerras internas no civiles, el Estado puede seguir funcionando con aparente normalidad mientras mantenga el control –así sea mínimo– de la situación. En gran medida este control lo mantiene gracias al ejército y a la fuerza pública. La violencia puede seguirse propagando, pero una característica peculiar de las guerras internas es que ésta convive con las actividades “normales” y cotidianas de la población. Esta aparente normalidad hace de las guerras internas un riesgo extremadamente grande para el orden social.


        Ahora bien, ¿qué tan pertinente es aquí el empleo del término “guerra”? En la búsqueda de la respuesta aparecen varias rutas. Una de ellas es la siguiente: este tipo de conflicto es definido por el Estado como “guerra” porque considera al otro su “enemigo” en la medida en que lo enfrenta y desafía al orden, a la legalidad. Se trata de un elemento disruptivo y que desafía al orden social, enemigo de la sociedad en su conjunto y, por tanto, el Estado tiene que combatirlo e intentará exhibirlo como el causante de los males de la sociedad, cuando en realidad, las guerras internas son una consecuencia y no una causa de esos males. Siendo el Estado el que tiene el derecho nominativo por ser el legítimo dueño de la violencia institucional, llamar “guerra” al combate a las mafias y al crimen organizado le permite, en muchos casos, instaurar un régimen de excepción de facto, y por tanto extralegal (un estado de guerra), y aprovecharlo también para combatir cualquier conato de revuelta social.


        La violencia de que echa mano el Estado –así como la respuesta del enemigo interno– es muy variable, pero es, sin duda, un aspecto definitorio de la guerra interna. La respuesta violenta junto con el hecho de que el enemigo lo es por estar fuera del orden son los aspectos más relevantes en los que descansa la analogía y la pertinencia semántica del término “guerra” para referirse al combate a las mafias y el narcotráfico. Si bien es imposible concederle ninguna justicia o validez a sus motivaciones, se le otorga al grupo delincuencial la categoría de fuerza beligerante, pero, al mismo tiempo, ninguna de las partes reconoce los principios o “leyes de la guerra” establecidos en el Derecho Internacional Humanitario (DIH). México hoy es un caso excepcional en cuanto al nivel de violencia desplegada en la guerra del Estado contra el crimen organizado la que, a su vez, ha propiciado la agudización de la lucha entre las bandas rivales, si no es que ciertas formas de “limpieza étnica” medianamente disfrazadas en las que gatilleros y sicarios forman parte de una humanidad excedente a la cual no se le asigna ningún valor. El escalamiento sólo es comparable a lo que acontece en regiones del planeta en las cuales se libra, de hecho, una guerra civil provocada por una invasión de fuerzas extranjeras, como es el caso de Irak o Siria.13


        La otra ruta ya ha sido sugerida e indica que, mientras el Estado, en su facultad nominativa, considera una guerra la que mantiene contra las mafias y con ello les concede la categoría de fuerzas beligerantes, no sucede lo mismo en el caso de la guerrilla. Esto es así porque como bien advirtió Carlos Montemayor: “la primera reacción oficial ante un grupo guerrillero no es de orden militar o policíaco, sino la tajante descalificación de su naturaleza; se le acusa de grupo terrorista o se le descalifica como gavilla de bandidos, delincuentes comunes”.14 En efecto, a los levantamientos armados, se cuidan muy bien los gobiernos de no reconocerlos como fuerzas beligerantes porque, de ser así, tendrían que considerar la posibilidad de aceptar sus razones válidas o causas justas, además de someterse a las convenciones internacionales sobre leyes de la guerra.15


        Aunque también los gobiernos pueden reaccionar, en un segundo momento, reconociendo, si no total por lo menos parcialmente, las causas de la inconformidad, raíz del levantamiento. Pero en cambio, se descalifican los medios, el recurso a las armas. El Estado es el único poseedor de la violencia legítima y, como tal, no puede aceptar que otros utilicen las armas para exigir ser escuchados. Pero, además, voluntariamente desconoce las muy diversas formas de violencia que se ejercen, en este caso contra sectores marginados de la sociedad. Los movimientos armados son una respuesta a un tipo de violencia –la desigualdad, la marginación, la injusticia, la discriminación, el abuso, etcétera– que no puede ser reconocida como tal por parte de quien la ejerce, tan sólo como “rezagos” o “desatenciones”. Al desconocer este hecho, la responsabilidad de romper la paz social pasa de inmediato a los grupos armados. Los violentos son los otros y, al igual que en el caso del combate al crimen organizado, se les considera los causantes de que se perturbe la paz y la estabilidad social, la “civilidad”; no el resultado de las propias falencias de un Estado que ha dejado de cumplir con su función básica que es la de procurar seguridad –en el sentido que ya se mencionó– a los ciudadanos. Es así que a los movimientos armados que buscan reivindicaciones sociales se les considera, como a las mafias, enemigos, pero a diferencia de lo que se hace con éstos, no se les declara la guerra de manera abierta, lo que no significa que no se les combata con todos los recursos con que cuenta el poder público.


        Antes del surgimiento en América Latina de las mafias organizadas, y en algunos casos paralelamente, los ejércitos de países como Colombia, Perú y México, entre otros, se ocupaban principalmente de atender los desastres naturales y combatir los focos guerrilleros. En todos estos casos, el Estado se consideró a sí mismo como la parte agredida y, por ende, totalmente justificado en su combate contra los grupos rebeldes; pero en una guerra “irregular”, casi secreta. Así pues, desde su óptica, “guerra interna” significa combatir al enemigo sin distinguir si se trata de grupos armados que luchan por reivindicaciones sociales, étnicas o culturales, o bien de mafias del crimen organizado. A los primeros se les puede enfrentar con una guerra oculta de la que sólo tienen información los altos mandos del ejército y los altos niveles de gobierno, y si se les va a combatir abiertamente, primero hay que clasificarlos como “delincuentes” o bien, “terroristas”. En casos como el de Colombia, ha sido una ventaja para los gobiernos involucrados en una larga guerra en varios frentes internos comprobar nexos entre el narcotráfico y la guerrilla. Ese tipo de descomposición política permite que indiscriminadamente se haga frente con toda la fuerza del ejército a los grupos subversivos.


        Llegamos, por último, a una pregunta que debe entenderse como una invitación a reflexionar sobre el tema, más que a intentar dar una respuesta clara y contundente. ¿Cuándo y hasta dónde es legítimo combatir la violencia con la violencia? Desde luego, una parte de la respuesta no implica ningún tipo de controversia. Un Estado, ya se ha dicho, no puede renunciar a ejercer violencia contra grupos o individuos que violan la legalidad. Renunciar a esa prerrogativa es renunciar a la responsabilidad adquirida a través del pacto social. Pero también es cierto que, como atinadamente pensó Maquiavelo, se requiere de talento y perspicacia política para determinar qué tanta violencia y en qué casos debe ser ejercida. La pura fuerza física no basta para combatir algunos tipos de violencia. Y esto vale tanto para las guerrillas como para la guerra contra la delincuencia organizada.


        La experiencia indica, por lo menos en países como Colombia y México, que cuando sólo se combaten militarmente las guerras internas pueden extenderse de manera indefinida con un costo muy alto en pérdidas humanas y recursos materiales, y con una profunda descomposición política, social y moral; sobre todo, con dudosas expectativas de éxito. Acaso podría aceptarse que, en el caso de Colombia, en la guerra contra los cárteles de la droga se ha logrado una victoria, si no contundente, sí importante. Pero no puede decirse que sea una victoria exclusivamente militar. El debilitamiento de los principales cárteles colombianos se debió también, en gran medida, a que fueron desplazados por los mexicanos al cambiar las rutas de introducción de las drogas al mercado estadounidense. Y si en esta guerra interna el Estado consiguió de nuevo el control, no puede decirse lo mismo en el caso de la guerra contra las FARC. Aquí, el ejército regular colombiano combate desde hace décadas a un ejército enemigo, con una organización militar y una disciplina paralelas a las suyas. Y si bien es cierto que la fuerza del ejército rebelde ha mermado al paso de los años como resultado de los fuertes embates del ejército regular, respaldado por la ayuda de los Estados Unidos a través del Plan Colombia, quedan todavía importantes focos insurgentes y, en curso, la llamada “guerra irregular”.16 Tan es así que, en los meses pasados, comenzó un diálogo formal entre el gobierno y la guerrilla para pacificar el país.


        México ha transitado por un proceso casi inverso al de Colombia. Pero también con resultados poco alentadores. El Estado logró desarticular los movimientos armados y la guerrilla, principalmente en el período conocido como “guerra sucia”, en los años 1970 y 1980. Mismo fenómeno que se presentó en toda América Latina en donde la respuesta, en la mayoría de los casos, llevó a “acciones violentas procedentes de diversos sectores del Estado y de los aparatos de gobierno, así como de grupos de interés económico y político […] Uno de los instrumentos fundamentales, podríamos decir, constitutivos, de esas acciones ‘de gobierno’ fue la violencia desenfrenada, una violencia que bien puede ser calificada de inhumana”. Como resultado de la guerra sucia en México, los focos insurgentes y guerrilleros, aunque vigentes en numerosos puntos del país, no dan evidencias de tener la fuerza y extensión que tuvieron en esos años. Después de fracasar en su primera ofensiva, el EZLN renunció a disputarle al Estado el poder político. Hoy, como dice un estudioso de la guerrilla mexicana, “la mundialmente famosa experiencia neozapatista de Chiapas se consume en una interminable tregua”.17


        Pero quien actualmente le disputa el control de las instituciones al Estado mexicano y mantiene en jaque el orden civil es el crimen organizado, principalmente, los cárteles de la droga. Esta guerra interna tiene características inéditas tanto por su alcance (nacional e incluso trasfronterizo) como por su intensidad (una violencia muy extendida y prácticas inauditamente crueles en el sacrificio de las víctimas). Tolerada y voluntariamente ignorada por décadas, la delincuencia organizada en México creció y se infiltró prácticamente en todos los órdenes de gobierno y en los tres poderes del Estado. La complicidad de muchos funcionarios y grupos de “hombres de negocios” con estas mafias delincuenciales ha impedido, hasta el momento, que se les persiga y aplique la ley; en otras palabras, la impunidad e ingente corrupción han llevado a la pérdida de control del orden social por parte de quienes deberían tenerlo. No hay que desoír la recomendación de César Gaviria, el presidente colombiano que negoció la rendición de los miembros del cártel de Medellín, quien afirma que “el esquema de justicia es lo que reduce la violencia”.18


        ¿Qué tan pertinente es la respuesta militar en un caso así? Muchos sectores de la sociedad piensan que es una respuesta adecuada porque guarda proporción respecto del peligro que representan grupos criminales con un poder económico y, en consecuencia, de corrupción prácticamente ilimitado. Sin embargo, si acudimos al examen de los resultados obtenidos en esta guerra, no parece sostenerse la tesis de que ha sido una estrategia correcta utilizar al ejército y ahora a la Marina para combatir la violencia desatada por el narcotráfico. En efecto, es ésta, piensan algunos, “una guerra monumental, con fuerzas disparejas y que muchos consideramos, en términos estratégicos, perdida, porque los recursos que la sostienen son demasiados, el mercado consumidor es enorme y los mecanismos nacionales para detener esta maquinaria internacional, claramente insuficientes”.19


        Y no sólo eso. Un análisis más serio de cuáles han sido las causas del estado de cosas en que nos encontramos, revelará, tarde o temprano, que están relacionadas con aquellas que han producido las otras guerras internas: las que tienen que ver con las tareas no cumplidas del Estado en términos de garantizar a los ciudadanos –volviendo de nuevo a Hobbes– “todas las excelencias que el hombre puede adquirir para sí mismo por medio de una actividad legal, sin peligro ni daño para el Estado”.


        Ni el gobierno ni tampoco los mandos militares parecen estar conscientes de que la lógica de la guerra es implacable. Más allá de si lo que se combate es a la guerrilla y los grupos insurgentes o a las bandas del narcotráfico, difícilmente podrán evitarse, según se documenta cada vez más, abusos y violaciones a los más elementales derechos humanos, como veremos más adelante. Consecuencia en parte del clima de impunidad dominante, este estado de guerra también ha provocado el recrudecimiento de la violencia social, ahora eclipsada por el objetivo estratégico de acabar con el crimen organizado. Dentro de la macabra estadística que convierte a individuos de carne y hueso únicamente en números, los líderes sociales y sus causas, esto es, las omisiones del Estado que hemos señalado, son una cifra más.


        Tanto el crimen organizado como la errática respuesta estatal, que ha intensificado y extendido la violencia a buena parte del territorio nacional, constituyen actualmente las amenazas mayores para la precaria democracia mexicana. El primero, porque corroe rápidamente a las instituciones e interviene cada vez más en los asuntos públicos y en los procesos electorales, como pudimos observar en la elección constitucional de 2012. La otra, porque reduce las libertades, socava los derechos y alimenta la impunidad, de forma tal que merma el poder de decisión del ciudadano sobre lo público.


        Esta guerra interna es tan inútil como lo fue la guerra contra el terror de George W. Bush, porque está sostenida en las mismas percepciones erróneas del problema y en la misma soberbia de quien sólo cuenta con la fuerza (física) del Estado –ejército y policías– y no atiende a sus puntos débiles más urgentes, mengua la democracia y genera en ciertos espacios un virtual estado de excepción.20 Es, por lo tanto, también, una guerra condenada al fracaso. Lo único que podemos esperar, o más bien lo que deseamos, es que los costos no sean tan elevados como lo han sido en otros contextos. A poco de haberse celebrado el bicentenario de la Independencia mexicana, el destino parece haber alcanzado a un país que, para terminar de consolidarse, tendrá que superar esta su prueba más difícil… o sufrir la vuelta al estado de naturaleza.
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